EL SENADO Y CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES, SANCIONAN CON FUERZA DE

Ley

ARTICULO 1.- Incorpórase como inciso “ñ” del artículo 2º de la ley 13.066 (Creación del Programa Provincial de Salud Reproductiva y Procreación Responsable), el siguiente:

“Garantizar a toda persona mayor de edad  el acceso a la realización de las prácticas de ligaduras de trompas de Falopio y ligadura de conductos deferentes o vasectomía. Deberá informarse al paciente la naturaleza del procedimiento elegido y sus consecuencias, dejándose expresa constancia en su historia clínica del consentimiento así  otorgado. Si se tratare de una persona declarada incapaz, será requisito exigible la autorización judicial.”
ARTICULO 2.- Sustitúyase el artículo 6º de la ley 13.066 (Creación del Programa Provincial de Salud Reproductiva y Procreación Responsable), por el siguiente: 
“El Instituto de Obra Médico Asistencial (IOMA) incorporará dentro de su cobertura médico asistencial a las prestaciones y/o prácticas y/o intervenciones médicas y farmacológicas referidas en los incisos “ n” y “ñ” del artículo 2º de la presente, de modo tal que resulten totalmente gratuitas para el/la beneficiario/a. La cobertura deberá hacerse efectiva a través del procedimiento más ágil y expeditivo con que cuente el organismo.”
ARTICULO 3.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

HONORABLE LEGISLATURA:

Tengo el agrado de dirigirme a Vuestra Honorabilidad, con el objeto de someter para su tratamiento y consideración el adjunto proyecto de ley por medio del cual se introducen modificaciones a la ley 13.066 de Creación del Programa Provincial de Salud Reproductiva y Procreación Responsable.

La mencionada ley sancionada el 17 de junio de 2003, crea un programa provincial destinado a garantizar “las políticas orientadas a la promoción y desarrollo de la salud reproductiva y procreación responsable” con el objetivo de proteger a la salud y la planificación familiar como derechos humanos básicos.

Dentro de dicho marco, se diseñaron una serie de medidas entre las cuales podemos destacar el compromiso provincial asumido de “informar, otorgar y prescribir por parte del profesional médico, de los conceptivos y anticonceptivos, aprobados por la ANMAT, de carácter transitorios y reversibles a ser elegidos libremente por parte de los beneficiarios del Programa, los que serán otorgados respetando las convicciones y criterios de los destinados. En todos los casos los métodos suministrados serán no abortivos.” 

Todas las leyes provinciales dictadas hasta la actualidad en materia de salud sexual y salud reproductiva prevén entre sus acciones la información y asesoramiento en materia de métodos anticonceptivos, y casi todas ellas exigen su provisión y suministro por parte del Estado.

Asimismo, varias legislaciones provinciales han ido incorporando la opción de la contracepción quirúrgica, a través de las prácticas denominadas “ligadura de trompas de Falopio” y “ligadura de conductos deferentes o vasectomía”, a saber: ley 2431 de Neuquén, ley 3450 de Río Negro, ley 533 de Tierra del Fuego, ley 2079 de La Pampa, ley 4950 de Chubut, ley 12.323 de Santa Fe, ley 7456 de Mendoza y Resolución nº 874/03 de la Secretaría de Salud Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Sin perjuicio del avance legislativo previo a nivel local, el Congreso de la Nación sanciona el 9 de agosto del año 2006, la ley 26.130 que establece que toda persona mayor de edad tiene derecho a acceder a la realización de las prácticas referenciadas en los servicios del sistema de salud, estableciendo como requisitos previos ineludibles el consentimiento informado exclusivamente del paciente mayor de edad que requiera formalmente la práctica quirúrgica y la autorización judicial en el caso de personas declaradas incapaces. Asimismo prevé no sólo la realización sin cargo de dichas intervenciones en el sistema público de salud, sino la obligación de incorporarlas a su cobertura por parte de los agentes de salud de la ley 23.660, las organizaciones de la seguridad social y las entidades de medicina prepaga.

De esta manera se han disipado las dudas y discusiones en torno a que la contracepción quirúrgica forma parte también de las alternativas con que deben contar las personas para ejercer su derecho a la salud y a la procreación familiar.

La adopción de dicha tendencia en el ámbito de la provincia de Buenos Aires resulta imperiosa desde el punto de vista constitucional.

En primer lugar, el derecho a la salud, entendido bajo la perspectiva dada por la Organización Mundial de la Salud como el completo e integral bienestar físico, psíquico, mental y social, se encuentra consagrado en los artículos 41, 42, 75 inciso 19 y 23 de la Constitución Nacional y en Tratados de Derechos Humanos incorporados al artículo 75 inciso 22, a saber: Declaración Universal de Derechos Humanos (art. 25), Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (art 11), Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (art. 12),.
A su vez, como un aspecto del derecho a la salud, encontramos el derecho a la salud reproductiva y dentro de él al derecho inalienable a la planificación familiar, que se encuentra reconocido expresamente en la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (artículos 5, 11 y 12) y por la Convención sobre los Derechos del Niño (artículo 24 inciso f), ambos tratados de jerarquía constitucional según el artículo 75 inciso 22 de la CN.

Dichos derechos constitucionales ya se encuentran señalados como el pilar sobre el cual se asienta nuestro actual Programa Provincial de Salud Reproductiva y Procreación Responsable (artículo 1 ley 13.066).

Las prácticas que se pretenden incorporar en el presente proyecto, se encuentran perfectamente comprendidas dentro de los conceptos señalados anteriormente, por lo cual su reconocimiento implica, ni más ni menos, que la concreta aplicación y el debido cumplimiento de las mandas constitucionales, cuestión de orden público y de naturaleza indiscutible.

Asimismo la decisión de no concebir hijos, incluso a través de intervenciones quirúrgicas, queda encuadrado dentro del concepto de autonomía personal o ámbito de reserva consagrado por el artículo 19 de la Constitución Nacional: “Las acciones privadas de los hombres que de ningún modo ofendan al orden y a la moral pública, ni perjudiquen a un tercero, están sólo reservadas a Dios, y exentas de la autoridad de los magistrados...”

El principio de autonomía implica que cada persona adulta, mayor de edad, que posea discernimiento, intención y libertad, puede escoger el que considere “mejor” plan de vida para sí misma, aunque el mismo implique un daño personal. Sólo el daño a terceras personas opera como límite a la elección del propio plan elegido.

En la práctica de ligadura de trompas o vasectomía de acuerdo a las pautas establecidas en el presente proyecto, se cumplen debidamente con las premisas constitucionales citadas que coinciden con los principios básicos de la bioética para la admisión de prácticas como la señalada.

A través del consentimiento informado el individuo sería capaz de deliberar sobre sus propios objetivos personales y actuar en consecuencia (principio de autonomía). Asimismo se haría el bien al lograr beneficios para el sujeto solicitante sin dañar a terceros, ya que sólo se encontraría en juego el derecho a decidir sobre el propio cuerpo con el objetivo de lograr un bien mayor, que forma parte del ámbito de decisión personal (principio de beneficencia-no maleficencia). Por último, la regla de justicia se vería salvaguardada a través de garantizar el acceso irrestricto e igualitario para todas las personas. 

Estamos frente al ámbito de los “derechos personalísimos” que exigen el respeto hacia la esfera íntima de las personas sin injerencias arbitrarias por parte de otros sujetos o del propio Estado, por lo cual su recepción no admite ni reparos ni excepciones. 

Por último y no por ello menos importante, la promulgación de la ley 26.130 en el orden nacional exige, sin más demoras, la adecuación de la legislación de salud reproductiva local, incorporando las prácticas de ligaduras de trompas y vasectomía al Programa Provincial de Salud Reproductiva y Procreación Responsable y, en consecuencia, su cobertura sin costo alguno para los pacientes por parte del Instituto de Obra Médico Asistencial de la Provincia de Buenos Aires (IOMA).

Mantener, a partir del mes de agosto del 2006, legislaciones locales que guarden silencio en esta materia, resulta insostenible desde todo punto de vista, pero fundamentalmente desde el prisma de nuestra Constitución Nacional, teniendo en cuenta que su artículo 31 establece que “Esta Constitución, las leyes de la Nación que en su consecuencia se dicten por el Congreso y los tratados con las potencias extranjeras son la ley suprema de la Nación; y las autoridades de cada provincia están obligadas a conformarse a ella, no obstante cualquiera disposición en contrario que contengan las leyes o constituciones provinciales, salvo para la Provincia de Buenos Aires, los tratados ratificados después del pacto del 11 de noviembre de 1859.” (recordando que esta últimas salvedad efectuada para la provincia de Buenos Aires se refiere exclusivamente a las facultades reservadas en el marco del Pacto de San José de Flores).
Es por ello que elevamos el presente proyecto que tiene como fin cristalizar en la legislación local el derecho consagrado en el ámbito nacional, tomando como base las mismas condiciones y requisitos exigidos en esta última y asegurando en la jurisdicción propia de la provincia de Buenos Aires no sólo la cobertura completa por parte de IOMA sino también, y lo que implica un avance en relación a la normativa existente, la obligación de dicho organismo de otorgar la cobertura a través del procedimiento más ágil e expeditivo con que cuente. 

De esta manera, no sólo se consagraría un derecho de raigambre constitucional sino que también se asegurarían los canales adecuados para su cumplimiento, evitando que la faz de aplicación y la burocracia administrativa atenten contra la eficacia de los derechos reconocidos a todas las personas. 

Debido a ello, se eleva el presente con la finalidad de proceder a modificar la ley 13.066 de Creación del Programa Provincial de Salud Reproductiva y Procreación Responsable bajo los criterios rectores anteriormente expuestos.
